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ASUNTO: CONCEDE

DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO/ Demora injustificada en el trámite de resolución de recursos de apelación
“Según la norma transcrita, han transcurrido más de dos meses, desde que los recursos de apelación en contra de la Resolución CSJRR15-160 (…) fueron remitidos al Consejo Superior de la Judicatura (…) sin que se hayan desatado los mismos. Por lo tanto, este Tribunal concluye que si bien la Convocatoria No.176 de 2009 no contempla un término fijo para cada una de las etapas hasta la conformación del registro de elegibles, ello no puede tenerse como pretexto para que se prolongue indefinidamente la decisión de segunda instancia, máxime que no obra dentro de la foliatura una justificación sobre tal demora, lo que vulnera los principios que rigen las actuaciones administrativas, el debido proceso y el acceso a los cargos públicos de los aspirantes a la Convocatoria No.176 de 2009, a quienes no se les puede dilatar más el derecho a aparecer en la lista de elegibles para los cargos ofertados (…)”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-468 de 1999, T-1095 de 2005, T-569 de 2011, T-156 de 2012 y T-090 de 2013.
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SALA DE DECISIÓN PENAL 
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, dieciséis (16) de marzo de dos mil dieciséis (2016)

Proyecto aprobado por Acta No.234
Hora: 7:05 a.m.

1. ASUNTO A DECIDIR
La Sala decide en primera instancia lo concerniente a la acción de tutela interpuesta por la ciudadana María Alicia Buitrago Muñoz en contra del Consejo Seccional de la Judicatura - Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda y la Dirección Seccional de la Administración Judicial de Risaralda.

2. RESUMEN DE LOS HECHOS
2.1. Informó la señora María Alicia Buitrago Muñoz que mediante el Acuerdo No.176 del 9 de septiembre de 2009 el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda convocó a concurso de méritos con el fin de conformar la lista tanto para los cargos de empleados de carrera del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda como de la Dirección Seccional de la Administración Judicial de Pereira, para el cual se inscribió y fue admitida para los cargos de Asistente Administrativo grado 7, Asistente Administrativo grado 5 y Asistente Administrativo grado 3 de la Dirección Seccional de la Oficina Judicial.  En dicho Acuerdo no se indicaron los términos en que se surtirían las diferentes etapas del concurso.

Indicó que en desarrollo de la etapa de selección, la actora fue citada para presentar la prueba de aptitudes y conocimientos, la cual se llevó a cabo el 7 de noviembre de 2010 (14 meses después de la convocatoria).  Mediante la Resolución No.109 del 12 de abril de 2011 (19 meses después de la convocatoria), se expidió el listado que contenía los resultados de las pruebas y a través de la resolución CSJRR-15-160 del 20 de mayo de 2015 (4 años y medio luego de publicada la convocatoria) se publicaron los resultados de la entrevista.
Mediante la Resolución CSJRR-15-263 del 7 de septiembre de 2015 se resolvieron y negaron cinco recursos de reposición interpuestos en contra de las calificaciones de cuatro aspirantes en la entrevista, a los que se les concedió el recurso de apelación ante el Consejo Superior de la Judicatura Sala Administrativa, sin que a la fecha se hayan resuelto los mismos.

Indicó que a la fecha de la interposición de la tutela han transcurrido seis años cinco meses y veinte días desde la convocatoria aludida, sin que se haya publicado la lista del registro de elegibles para optar a los cargos para los que venía concursando y el hecho de que no se haya dado un plazo para la finalización de la etapa clasificatoria ni para la publicación de la lista de elegibles, no significa que ello sea indefino, pues el tiempo que transcurra en su ejecución debe ser debidamente justificado de acuerdo con el desarrollo normal de cualquier concurso.

2.2. La accionante consideró vulnerados sus derechos a acceder a un cargo en carrera en conexidad con sus garantías constitucionales al debido proceso, el acceso a cargos públicos y de petición.
2.3. En el acápite de pretensiones, la accionante solicitó: i) que se protejan sus derechos fundamentales constitucionales al debido proceso, el acceso a cargos públicos y de petición; ii) que se ordene a la Unidad de Administración de Carrera Judicial que expida un cronograma donde señale las fechas o términos (días) de que dispondrá para resolver los recursos de apelación ejercidos contra la Resolución CSJRR-15-160 del 20 de mayo de 2015 y los demás que surjan por reposiciones interpuestos y no concedidos a los resultados de la calificación de la etapa clasificatoria; iii) ordenar a la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda que expida de manera inmediata la calificación de la etapa clasificatoria, esto es: experiencia laboral y de docencia, estudios, publicaciones dentro del concurso de méritos convocado mediante el Acuerdo No.176 de septiembre de 2009 y surtida la publicación, se proceda a conformar la lista de elegibles ente aquellos cargos en los que no se interpongan recursos y iv) ordenar al Consejo Seccional de la Judicatura del Distrito Judicial de Pereira publicar el cronograma con fechas exactas en las que se hará la publicación de la calificación correspondiente a los diversos factores de la etapa clasificatoria; los términos (días) en que se surtirán los recursos de reposición, y términos (días) en que se remitirá para el trámite de apelación cuando no se conceda la reposición.  De la misma manera, que expida el cronograma donde indique de manera clara y precisa las fechas en que se publicarán los listados con el registro de elegibles y el término en que se iniciarán los nombramientos una vez publicadas las listas de elegibles.

Así mismo, la actora indicó que se tenga en cuenta lo dispuesto por el Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Quinta, radicado No.20001-23-33-000-2015-00539-01. 
2.4. Con la demanda, la actora adjuntó copia de su cédula de ciudadanía. (Fls. 6) 
2.5. Mediante auto del 2 de marzo de 2016 se avocó el conocimiento de la presente acción de tutela y se ordenó correr traslado de la misma a las entidades  demandadas; se dispuso vincular a las personas admitidas y no admitidas a la Convocatoria para el concurso de méritos con el fin de conformar la lista tanto para los cargos de empleados de carrera del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda como de la Dirección Seccional de la Administración Judicial de Pereira y que se notificara la demanda a través de la página web de la Rama Judicial.  (Folio 8)

2.6. Luego de recibida la respuesta del Presidente de la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura del Distrito de Risaralda, se ordenó vincular a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. (Folios 24-27)
3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA
3.1. CONSEJO SECCIONAL DE LA JUDICATURA DE RISARALDA 
Su Presidente se refirió a cada uno de los hechos expuestos por la tutelante para solicitar que se desvincule de la demanda de amparo a esa Sala y que en caso de determinarse la existencia de vulneración de derechos fundamentales y que de ello se derivara alguna acción o responsabilidad, no fueran atribuidos a esa Corporación por  no existir nexo causal entre su actuar y la situación descrita por la actora; así mismo, por falta de legitimación en la causa por pasiva.

Indicó que la tutela no procede contra actos administrativos que regulan o ejecutan un proceso de concurso de méritos.  En el caso de la actora, no se encuentra en el primer puesto para acceder al cargo al que aspira, es más, aun no se conoce quien sea la persona que se encuentra en dicho lugar, por lo tanto, no procede la tutela por no existir un perjuicio irremediable. Hizo referencia a las etapas y los actos administrativos que se han emitido con respecto al concurso de empleados de carrera del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda y de la Dirección Seccional de la Administración Judicial de Pereira. 

Culminó indicando que en la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura está pendiente que se desaten los recursos de apelación que se interpusieron en contra de la Resolución CSJRR15-160 del 20 de mayo de 2015 donde aparecieron los resultados de las entrevistas a los aspirantes. Igualmente, indicó que la accionante no fue recurrente y a la fecha no tiene recurso alguno por resolver. (Fls. 15-19)
3.2. DIRECCIÓN EJECUTIVA SECCIONAL DE LA ADMINSTRACIÓN JUDICIAL

Indicó que esa Dirección no es la competente para realizar procesos de selección para la provisión de las vacantes que se presenten en cualquier especialidad y nivel dentro de la Rama Judicial, de conformidad con lo establecido en el artículo 164 de la Ley 270 de 1996.
Se refirió a las funciones del Director Ejecutivo de la Administración Judicial para indicar que no es de su competencia planear, convocar y elegir los empleados que quieran ingresar a la Rama Judicial bajo el régimen de carrera judicial, de acuerdo al artículo 253 de la CN.

Por lo anterior, solicitó excluir a esa Dirección de la presente acción de tutela, por falta de legitimación por pasiva, y ante la inexistencia de vulneración de derechos fundamentales a la señora Buitrago Muñoz. (Fls. 21-23)
3.3. La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura  no se pronunció frente a los hechos de la demanda.

4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala está habilitada para pronunciarse respecto de la acción constitucional interpuesta, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 86 de la Constitución Nacional; 37 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.  
4.2. Problema Jurídico y solución al caso en concreto
Corresponde a este Tribunal determinar si las entidades accionadas han vulnerado los derechos fundamentales al debido proceso, acceso a cargos en públicos y de petición, por el hecho de haber transcurrido más de seis años sin que las entidades demandas hubieran expedido y publicado el registro de elegibles respecto de aquellos cargos convocados mediante el Acuerdo No.176 del 9 de septiembre de 2009 para proveer las vacantes de carrera del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda y la Dirección Seccional de la Administración Judicial de Pereira.
4.3. La Sala reitera que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.3.1. En lo relativo a la idoneidad y eficacia del instrumento judicial ordinario, la Corte Constitucional ha expuesto que en desarrollo del artículo 86 de la Carta Política: “la acción de tutela no procede cuando existen otros medios de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Pero en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, apoyado por nutrida jurisprudencia, se establece con claridad que "la existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante".

4.3.2. Por tanto, no es suficiente, para excluir la tutela, la mera existencia formal de otro procedimiento o trámite de carácter judicial. Para que ello ocurra “es indispensable que ese mecanismo sea idóneo y eficaz, con miras a lograr la finalidad específica de brindar inmediata y plena protección a los derechos fundamentales, de modo que su utilización asegure los efectos que se lograrían con la acción de tutela. No podría oponerse un medio judicial que colocara al afectado en la situación de tener que esperar por varios años mientras sus derechos fundamentales están siendo violados
. 
4.4. Derecho al debido proceso:  El artículo 29 de la Constitución Política reconoce el derecho al debido proceso, el cual implica el respeto por una serie de garantías y reglas mínimas de carácter sustancial y procesal en las actuaciones judiciales y administrativas, que permite la protección de los derechos e intereses de las personas vinculadas.  Así lo ha entendido la Corte Constitucional, explicando en diversas sentencias el contenido y alcance del derecho al debido proceso:

“Dentro de los lineamientos anteriores se advierte entonces, que el debido proceso comprende el respeto de un procedimiento previamente establecido por la ley, donde la garantía de los derechos sustanciales es la finalidad.

De esta manera, las partes intervinientes en un proceso de orden administrativo o judicial, podrán exponer sus argumentos en defensa de sus intereses, aportar sus pruebas, controvertir las que ya existieren y acatar el contenido de la decisión que dicte el juez al finalizar el proceso. Por el contrario, se desconocerá el derecho fundamental al debido proceso, cuando no se permita controvertir las pruebas, o se impida traer nuevas que garanticen la defensa válida de sus intereses y derechos, e incluso cuando no se permitan siquiera hacerse parte en el proceso.

Así, el respeto por el debido proceso tendrá plena aplicación en todas aquellas actuaciones de la administración, ya sea en el trámite de un proceso administrativo o en uno de carácter judicial” 
.
4.4.1. En materia de concurso de méritos, la Corte Constitucional ha indicado:

“El debido proceso en los asuntos administrativos implica que el Estado se sujete a las reglas definidas en el ordenamiento jurídico, no solamente en las actuaciones que se adelanten contra los particulares para deducir responsabilidades de carácter disciplinario o aquellas relativas al control y vigilancia de su actividad, sino en los trámites que ellos inician con el objeto de cumplir una obligación o de ejercer un derecho ante la administración, como es el caso del acceso a los cargos públicos.

El artículo 29 de la Constitución señala que el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas, e incluye como elemento básico del mismo la observancia "de la plenitud de las formas propias de cada juicio", lo que en materia administrativa significa el pleno cumplimiento de lo prescrito en la ley y en las reglas especiales sobre el asunto en trámite (T-391/97 M.P. José Gregorio Hernández Galindo).

Las bases del concurso establecidas por la administración son normas obligatorias tanto para los participantes como para aquélla. Por consiguiente, cuando la administración se aparta o desconoce las reglas del concurso viola el principio de legalidad al cual debe sujetar siempre sus actuaciones. Cuando rompe la imparcialidad con la cual debe actuar, o manipula los resultados del concurso, falta a la buena fe (art. 83 C.P.), incurre en violación de los principios que rigen la actividad administrativa (igualdad, moralidad, eficacia e imparcialidad), y por contera, puede violar los derechos fundamentales al debido proceso, a la igualdad y al trabajo de quienes participaron en el concurso y resultan lesionados en sus intereses por el proceder irregular de aquélla (T- 256/95 M.P. Antonio Barrera Carbonell y T-564/99 M.P. Alfredo Beltrán Sierra). Se vulnera también el debido proceso cuando el nominador cambia súbitamente las reglas de juego aplicables al concurso, establecidas en la ley o en los reglamentos (SU 133/98 M.P. José Gregorio Hernández Galindo).

Las competencias de la administración para adelantar concursos para proveer cargos públicos son regladas, y los actos que se profieran en virtud de dichas competencias deben ser motivados”
. 

4.5. Derecho acceder a ejercer cargos públicos, en relación con los concursos de méritos.  
La interpretación armónica de los derechos fundamentales al acceso a cargos públicos permite concluir que no son derechos en pugna, sino, que por el contrario se complementan y la cabal aplicación de uno conlleva a la eficacia del otro, en este sentido la Corte Constitucional ha señalado:

“El derecho al trabajo es una manifestación de la libertad del hombre y por tanto en último término tiene su fundamento en la dignidad de la persona humana. Este conlleva el derecho a obtener un empleo, pero ello no quiere decir, que este derecho implica que existe una prestación u ofrecimiento necesario de trabajo a todo ciudadano que se halle en condiciones de realizarlo. Aparece únicamente bajo la virtualidad que le presta el principio de acceso a los cargos públicos según el mérito y capacidad de los aspirantes, requisitos que tienen su aplicación más rigurosa en el ámbito público. Este derecho fundamental, no llega hasta el extremo de tutelar la aspiración de acceder a un empleo público o privado, pues ello desbordaría el legítimo alcance de su concepción y el marco de las demás libertades y garantías consagradas en el Estatuto Fundamental”.

 

4.6. Solución al caso concreto
4.6.1. En el caso sub examine, encuentra la Sala que los hechos generadores de la vulneración de los derechos fundamentales invocados radican en que la señora María Alicia Buitrago Muñoz participó en la convocatoria No.176 de 2009 que hizo el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda con el fin de conformar el registro seccional de elegibles para los cargos de empleados de carrera del Consejo Seccional de la Jefatura de Risaralda y la Dirección Seccional de Administración Judicial del Pereira, superando las etapas de prueba de aptitudes y conocimiento, así como el de la entrevista para las vacantes de Asistente Administrativo 3 y 5, sin que hasta la fecha de presentación de la tutela se hubiera publicado la lista de elegibles, lo que considera la actora una “negligencia” por parte del Consejo Seccional de la Judicatura, ya que pese a que no se haya indicado un término para culminar con dicho proceso, han transcurrido más de seis años sin que exista una justificación o explicación para los participantes que no presentaron recurso alguno, quienes no se encuentran pendientes de que se tome una decisión frente a los mismos.  Así mismo, indicó la accionante que no cuenta con otro mecanismo idóneo y procedente para conseguir lo pretendido. 
4.6.2. Sea pertinente indicar que la Corte Constitucional ha señalado de manera recurrente que la acción de tutela es un mecanismo protector de derechos fundamentales de naturaleza residual y subsidiaria, por lo cual solo puede operar para la protección inmediata de los mismos cuando no se cuenta con otro mecanismo judicial de protección, o cuando existiendo este, se debe acudir a la tutela como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, y en la Sentencia T-156 de 2012 indicó sobre los derechos fundamentales de quienes participaron en un concurso de méritos, lo siguiente:

“(…) la doctrina constitucional ha reiterado que al estar en juego la protección de los derechos fundamentales al trabajo, la igualdad y el debido proceso de quienes participaron en un concurso de méritos y fueron debidamente seleccionados, la Corte Constitucional asume competencia plena y directa, aun existiendo otro mecanismo de defensa judicial, al considerar que la tutela puede ‘desplazar la respectiva instancia ordinaria para convertirse en la vía principal de trámite del asunto’[4], en aquellos casos en que el mecanismo alterno no es lo suficientemente idóneo y eficaz para la protección de estos derechos[5].

5.2. Considera la Corte que en materia de concursos de méritos para la provisión de cargos de carrera se ha comprobado que no se encuentra solución efectiva ni oportuna acudiendo a un proceso ordinario o contencioso, en la medida que su trámite llevaría a extender en el tiempo de manera injustificada la vulneración de derechos fundamentales que requieren de protección inmediata. Esta Corte ha expresado, que para excluir a la tutela en estos casos, el medio judicial debe ser eficaz y conducente, pues se trata nada menos que de la defensa y realización de derechos fundamentales, ya que no tendría objeto alguno enervar el mecanismo de tutela para sustituirlo por un instrumento previsto en el ordenamiento legal que no garantice la supremacía de la Constitución en el caso particular.”
Así las cosas, la Sala debe determinar si las pretensiones relacionadas por la actora son procedentes, teniendo en cuenta que la misma insiste que en su caso no está pendiente recurso por desatar frente a actos administrativos con respecto al concurso de méritos correspondiente a la Convocatoria No.176 del 9 de septiembre de 2009 y en tal virtud, tiene derecho a conocer la fecha exacta en que se publicarán los listados con el registro de elegibles. 

4.6.3. Sea pertinente indicar que la Corte Constitucional en la Sentencia T-090 de 2013 se refirió al debido proceso y como el mismo repercute en las distintas etapas del concurso de méritos desde que se inicia con la Convocatoria y con las etapas subsiguientes, de la siguiente manera:

“4.3. Ahora bien, el concurso de méritos al ser un instrumento que garantiza la selección fundada en la evaluación y la determinación de la capacidad e idoneidad del aspirante para desempeñar las funciones y asumir responsabilidades, se convierte en una actuación administrativa que debe ceñirse a los postulados del debido proceso constitucional (artículo 29 Superior)[20].
(…)

Para cumplir tal deber, la entidad encargada de administrar el concurso de méritos elabora una resolución de convocatoria, la cual contiene no sólo los requisitos que deben reunir los aspirantes a los cargos para los cuales se efectúa el concurso, sino que también debe contener los parámetros según los cuales la misma entidad administrativa debe someterse para realizar las etapas propias del concurso[21], así como la evaluación y la toma de la decisión que concluye con la elaboración de la lista de elegibles. Hacer caso omiso a las normas que ella misma, como ente administrador expida, o sustraerse al cumplimiento de éstas, atenta contra el principio de legalidad al cual debe encontrarse siempre sometida la administración, así como también contra los derechos de los aspirantes que se vean afectados con tal situación.

 

Precisamente, sobre el tema la Sala Plena de esta Corporación al asumir el estudio de varias acciones de tutela formuladas contra el concurso público de méritos que se adelantó para proveer los cargos de notarios en el país, mediante sentencia SU-913 de 2009 (MP Juan Carlos Henao Pérez), señaló que (i) las reglas señaladas para las convocatorias son las leyes del concurso y son inmodificables, salvo que ellas sean contrarias a la Constitución, la ley o resulten violatorias de derechos fundamentales; (ii) a través de las reglas obligatorias del concurso, la administración se autovincula y autocontrola, en el sentido de que debe respetarlas y que su actividad en cada etapa se encuentra previamente regulada; (iii) se quebranta el derecho al debido proceso y se infiere un perjuicio cuando la entidad organizadora del concurso cambia las reglas de juego aplicables y sorprende al concursante que se sujetó a ellas de buena fe. En este punto, esta Sala de Revisión estima que si por factores exógenos las reglas del concurso varían levemente en alguna de sus etapas, las modificaciones que hacen parte integral de la convocatoria inicial, deben ser plenamente conocidas por las partícipes para que de esta forma se satisfagan los principios de transparencia y publicidad que deben regir las actuaciones de la administración y no se menoscabe la confianza legítima que los participantes han depositado en los parámetros fijados para acceder a un cargo de carrera administrativa[22]; y, (iv) cuando existe una lista de elegibles que surge como resultado del agotamiento de las etapas propias del concurso de méritos, la personas que ocupa en ella el primer lugar detenta un derecho adquirido en los términos del artículo 58 Superior, que no puede ser desconocido.”  (Subrayas propias)
Para verificar la anterior jurisprudencia, se imprimió el Acuerdo No.176 de 2009 “por medio del cual se convoca a concurso de  méritos destinado a la conformación del Registro Seccional de Elegibles para los cargos de empleados de carrera del Consejo Seccional de la Judictarua de Risaralda y Dirección Seccional de Administración Judicial de Pereira”, en el que se advierte lo relativo a los requisitos, inscripciones, etapas del concurso, citaciones, notificaciones y recursos, opción de sedes, lista de elegibles y nombramiento, terminación del proceso de selección y exclusión del proceso de selección (Fls. 30 al 39).  Sin embargo, esta Sala no observa  que en dicho Acuerdo la entidad pública demandada hubiera establecido un cronograma donde se indicaran las fechas en que se desarrollaría cada fase del concurso. 
4.6.4. Lo anterior significa que las personas que participaron en la Convocatoria aludida quedaron sometidas a una incertidumbre con respecto a la culminación del proceso para conformar la lista de elegibles.  Actualmente, la Unidad de la Carrera Judicial de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura está pendiente de resolver los recursos de apelación que algunos concursantes interpusieron en contra de la Resolución CSJRR15-160 del 20 de mayo de 2015, los cuales fueron enviados a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura de Bogotá  por medio del oficio CSJRSA15-875  del 9 de septiembre de 2015, donde la accionante no aparece como apelante.  Con respecto a los términos para la resolución de los recursos, el artículo 86 de la Ley 1437 de 2011 CPACA señala lo siguiente:  

“Artículo  86. Silencio administrativo en recursos. Salvo lo dispuesto en el artículo 52 de este Código, transcurrido un plazo de dos (2) meses, contados a partir de la interposición de los recursos de reposición o apelación sin que se haya notificado decisión expresa sobre ellos, se entenderá que la decisión es negativa.

El plazo mencionado se suspenderá mientras dure la práctica de pruebas.

La ocurrencia del silencio negativo previsto en este artículo no exime a la autoridad de responsabilidad, ni le impide resolver siempre que no se hubiere notificado auto admisorio de la demanda cuando el interesado haya acudido ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.

La  no resolución oportuna de los recursos constituye falta disciplinaria”.
Según la norma transcrita, han transcurrido más de dos meses, desde que los recursos de apelación en contra de la Resolución CSJRR15-160 del 20 de mayo de 205, fueron remitidos al Consejo Superior de la Judicatura (9 de septiembre de 2015) sin que se hayan desatado los mismos. Por lo tanto, este Tribunal concluye que si bien  la Convocatoria No.176 de 2009 no contempla un término fijo para cada una de las etapas hasta la conformación del registro de elegibles, ello no puede tenerse como pretexto para que se prolongue indefinidamente la decisión de segunda instancia, máxime que no obra dentro de la foliatura una justificación sobre tal demora, lo que vulnera los principios que rigen las actuaciones administrativas, el debido proceso y el acceso a los cargos públicos de los aspirantes a la Convocatoria No.176 de 2009, a quienes no se les puede dilatar más el derecho a aparecer en la lista de elegibles para los cargos ofertados.  En tal sentido, el respeto al derecho al debido proceso de los participantes de un concurso público se materializa, según la Corte Constitucional
  en el acatamiento  las siguientes reglas: “ En la etapa de la convocatoria, la administración debe señalar de manera clara y precisa las reglas del concurso, sin que pueda desconocerlas o modificarlas posteriormente. Las reglas del concurso son obligatorias para la administración y los participantes.
El trámite del concurso debe garantizar la igualdad de oportunidades de todos los concursantes, es decir, debe proveer las mismas condiciones y posibilidades para que aquellos demuestren las capacidades exigidas para acceder al empleo ofertado.
 La clasificación final de los aspirantes debe realizarse conforme a las reglas establecidas en la etapa de convocatoria del concurso y se materializa a través de la lista de elegibles, acto administrativo plural de contenido particular. 
La lista de elegibles, una vez en firme, es, salvo motivos de utilidad pública, interés social o violación de derechos fundamentales, definitiva e irrevocable y, debe usarse para proveer las plazas ofrecidas conforme a las reglas dictadas al inicio del concurso público.”
Por lo todo lo analizado, procede el amparo invocado y en tal virtud, se emitirá la orden respectiva, en el sentido de que la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura - Unidad de Carrera Judicial,  en el término de diez (10) días hábiles siguientes contados a partir de la notificación de la presente sentencia, resuelva a los cuatro (4) aspirantes el recurso de apelación que les fue concedido por la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, mediante la Resolución No.CSJRR15-263 del 7 de septiembre de 2015 (Fls. 40-42).
DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley.  

RESUELVE

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales invocados por la señora María Alicia Buitrago Muñoz en contra de la Unidad de Administración de la Carrera Judicial de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.
SEGUNDO: ORDENAR a la Unidad de Administración de la Carrera Judicial de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura que en el término de diez (10) días hábiles siguientes contados a partir de la notificación de la presente sentencia, resuelva a los aspirantes NANCY LOPEZ PINEDA identificada con C.C. Nro. 42.079.170, CLAUDIA PATRICIA QUINTERO ARIAS identificada con C.C. Nro. 42.090.955, JHON HENRY OLARTE HURTADO C.C Nro. 10.017.088 y MARIO VANEGAS PEREZ C.C. Nro. 10.121.590, el recurso de apelación que les fue concedido por la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, mediante la Resolución No.CSJRR15-263 del 7 de septiembre de 2015 (Fls. 40-42) 

TERCERO: DESVINCULAR de la presente demanda de amparo a la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda y a la Dirección Seccional de la Administración Judicial de Pereira.

CUARTO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada, se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
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